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RESUMEN 

Este artículo analiza la evolución de la normativa educativa española en materia de inclusión y la 

contrasta con indicadores oficiales sobre la escolarización del alumnado con necesidades específicas de 

apoyo educativo (NEAE). El objetivo es examinar en qué medida la consolidación del enfoque 

inclusivo en el plano normativo se ha traducido en una transformación efectiva del sistema educativo. 

Para ello, se adopta una metodología cualitativa basada en el análisis documental de la legislación 

estatal desde la LOGSE hasta la LOMLOE, en diálogo con datos del Ministerio de Educación y del 

Instituto Nacional de Estadística. Los resultados muestran una creciente presencia de los principios de 

inclusión en el discurso normativo, junto con un aumento de la escolarización en centros ordinarios. No 

obstante, persisten categorías administrativas y modalidades diferenciadas que estructuran la respuesta 

educativa. En conjunto, la inclusión ha reforzado su legitimidad, pero su implementación sigue 

mostrando limitaciones importantes. 
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ABSTRACT 

This article analyses the evolution of Spanish education legislation regarding inclusion and compares it 

with official indicators on the school attendance of pupils with special educational needs (SEN). The 

aim is to examine the extent to which the consolidation of the inclusive approach at the legislative level 

has led to an effective transformation of the education system. For this purpose, a qualitative 

methodology is adopted based on a documentary analysis of national legislation from the LOGSE to the 

LOMLOE, in conjunction with data from the Ministry of Education and the National Institute of 

Statistics. The results show a growing presence of the principles of inclusion in regulatory discourse, 

alongside an increase in enrolment in mainstream schools. However, distinct administrative categories 

and arrangements continue to shape the educational response. Overall, inclusion has strengthened its 

legitimacy, but its implementation continues to show significant limitations. 

 

KEYWORDS 

Inclusive education; attention to diversity; special educational needs; education policy. 

 

CONTENTS 

1. Introduction. 2. From Integration to Inclusion: conceptual and regulatory framework. 3. 

Methodology. 4. Results. 5. Discussion. 6. Limits of the study. 7. Conclusions. References.  

 

 

 

1. INTRODUCCIÓN 

 

En las últimas décadas, la inclusión educativa ha pasado a ocupar un lugar central en los 

sistemas educativos contemporáneos (Ainscow, 2020; UNESCO, 2020). Este desplazamiento 

no responde solo a un cambio terminológico, sino a una manera distinta de entender el 

derecho a la educación desde criterios de equidad, participación y reconocimiento de la 

diversidad (Calderón-Almendros & Echeita-Sarrionandia, 2022). En el caso del alumnado 

con discapacidad, ello ha supuesto una revisión progresiva de los marcos tradicionales de 

respuesta educativa, con un tránsito desde planteamientos sustentados en la segregación, o 

posteriormente en la integración, hacia enfoques que sitúan en primer plano la presencia, la 

participación y el aprendizaje en entornos ordinarios, así como la identificación y eliminación 

de las barreras que los condicionan (Ainscow et al., 2006; Arnaiz Sánchez, 2003). 

En España, este proceso ha tenido una traducción normativa relevante. A lo largo de las 

sucesivas reformas educativas se observa una incorporación gradual del lenguaje y de los 

principios asociados a la inclusión, en consonancia con los marcos internacionales y con una 

comprensión más amplia de la diversidad escolar. Con todo, la afirmación normativa de estos 

principios no siempre ha ido acompañada de cambios equivalentes en la organización del 

sistema ni en las prácticas educativas (Abellán Rubio et al., 2022; Serrano et al., 2025). La 

pervivencia de modalidades diferenciadas de escolarización y de determinadas lógicas de 

clasificación sigue planteando dudas razonables sobre el alcance efectivo de esta 

transformación (Ayala de la Peña & De Haro-Rodríguez, 2023). 

La investigación desarrollada en este campo ha señalado, desde hace tiempo, esa doble 

realidad (Ainscow, 2020; Nilholm, 2021). Por una parte, se constata un avance evidente en 

los planos normativo y discursivo; por otra, persisten dificultades notables al trasladar dichos 

principios al funcionamiento cotidiano de los centros y a las decisiones que afectan a la 



                        La inclusión educativa en España: evolución normativa y límites de su implementación 

 

 
 BARATARIA. Revista Castellano-Manchega de Ciencias Sociales, Nº 39, pp. 37-57, 2026, ISSN: 1575-0825; e-ISSN: 2172-3184 

39 

trayectoria escolar del alumnado (Ayala de la Peña & De Haro-Rodríguez, 2023; Esteve, 

2025). En este sentido, distintos estudios han mostrado que la consolidación del paradigma 

inclusivo convive todavía con estructuras, categorías y respuestas institucionales que no 

siempre resultan coherentes con sus postulados (Slee, 2019; Vila-Merino et al., 2024). De ahí 

que, como establece Ball (2015), resulte pertinente no limitar el análisis a la evolución de la 

normativa, sino también relacionarla con algunos indicadores que permitan aproximarse, 

aunque sea de forma parcial, a la realidad del sistema educativo. 

Desde esta perspectiva, el presente artículo se centra en el caso español con el fin de 

examinar la evolución de la normativa educativa en materia de inclusión y contrastarla con 

determinados indicadores relativos a la escolarización del alumnado con discapacidad. El 

propósito es analizar hasta qué punto el desarrollo normativo registrado en las últimas 

décadas se ha traducido en cambios efectivos en la configuración del sistema educativo, así 

como identificar las principales tensiones que siguen marcando la brecha entre el 

reconocimiento formal de la inclusión y su desarrollo en la práctica.  

 

 

2. DE LA INTEGRACIÓN A LA INCLUSIÓN: MARCO CONCEPTUAL Y 

NORMATIVO 

 

2.1. Evolución conceptual de la atención al alumnado con discapacidad 

La respuesta educativa a la discapacidad ha experimentado en las últimas décadas una 

transformación de gran alcance, tanto desde el punto de vista conceptual como en el terreno 

político y normativo. En este recorrido, distintos autores han señalado que la comprensión 

social de la discapacidad ha estado históricamente vinculada a modelos explicativos diversos, 

con importantes implicaciones en la manera de interpretar la diferencia y de organizar la 

respuesta educativa y social. Entre ellos, el denominado modelo de prescindencia concebía la 

discapacidad desde posiciones asistenciales y excluyentes, asociadas con frecuencia a 

dinámicas de segregación social (Palacios & Romañach, 2006; Huete, 2013). Posteriormente, 

el modelo médico-rehabilitador situó el foco principalmente en el déficit individual y en la 

necesidad de intervención especializada, consolidando respuestas institucionales orientadas a 

la normalización y a la adaptación de la persona a las estructuras existentes (Ferreira, 2008; 

Toboso & Arnau, 2008). Frente a ello, el modelo social de la discapacidad desplazó 

progresivamente la atención hacia las barreras sociales, culturales e institucionales que 

limitan la participación, sentando las bases de enfoques posteriores vinculados a la vida 

independiente y al denominado modelo de la diversidad (Palacios & Romañach, 2006; 

Huete, 2013). 

En el ámbito educativo, estos modelos tuvieron una traducción directa en la forma de 

organizar la respuesta institucional dirigida al alumnado con discapacidad. Durante buena 

parte del siglo XX prevalecieron enfoques claramente segregadores (Arnaiz Sánchez, 2003), 

vinculados a una comprensión médico-rehabilitadora de la discapacidad (Goodley, 2025), en 

los que la diferencia se interpretaba fundamentalmente en términos de déficit individual 

(Calderón-Almendros & Echeita-Sarrionandia, 2022). En coherencia con esta lógica, la 

respuesta institucional se articuló mediante dispositivos separados del sistema ordinario y la 

educación especial terminó configurándose como una estructura paralela, con escasa 

conexión con la educación común (Arnaiz Sánchez, 2003; Goodley, 2025). 

La posterior expansión de los enfoques integradores supuso, sin duda, un avance 

significativo, al reconocer el derecho del alumnado con discapacidad a acceder a centros 

ordinarios. Con todo, la integración no comportó una transformación profunda del sistema 
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educativo, ya que, en muchos casos, el esfuerzo de adaptación seguía recayendo en el propio 

alumnado. Como ha señalado reiteradamente la literatura, este enfoque favoreció una mayor 

presencia en aulas ordinarias, pero no aseguró por sí solo condiciones efectivas de 

participación ni de aprendizaje en igualdad de condiciones (Avramidis y Norwich, 2002; de 

Boer et al., 2010). En ese sentido, la integración puede entenderse como una etapa de 

transición, relevante en la ampliación de derechos, aunque todavía insuficiente para 

cuestionar de raíz la estructura escolar heredada. 

El paradigma inclusivo introduce un cambio profundo: la inclusión no se limita a la 

presencia del alumnado en centros ordinarios, sino que pone el foco en su participación, 

aprendizaje y reconocimiento como miembro pleno de la comunidad educativa. La 

diversidad deja así de entenderse como una excepción y pasa a asumirse como una 

característica inherente a toda realidad educativa, lo que obliga a revisar prácticas, culturas 

institucionales y políticas educativas (Ainscow et al., 2006; UNESCO, 2020). La literatura 

especializada insiste en que se trata de una transformación sistémica con implicaciones 

organizativas, pedagógicas y socioculturales (Nilholm, 2021). 

En este marco, resulta clave diferenciar integración, atención a la diversidad e inclusión. 

La integración supone incorporar al alumnado a estructuras ya existentes; la atención a la 

diversidad suele concretarse en medidas dirigidas a responder a diferencias individuales; 

mientras que la inclusión implica reorganizar la escuela para garantizar la participación de 

todo el alumnado en condiciones de equidad (Pérez Pedregosa, 2023; Ainscow, 2020). Esta 

distinción es especialmente relevante en España, donde los tres enfoques continúan 

coexistiendo e influyendo en la práctica educativa. 

Uno de los principales aportes del enfoque inclusivo es la noción de barreras al 

aprendizaje y a la participación, que desplaza la atención del supuesto déficit individual hacia 

los contextos y decisiones que generan exclusión. Desde esta perspectiva, los apoyos dejan 

de ser recursos excepcionales y pasan a concebirse como una responsabilidad del sistema 

educativo (Florian y Black-Hawkins, 2011; Abellán Rubio et al., 2022). En España, diversas 

investigaciones señalan que muchas barreras a la inclusión están vinculadas a factores 

organizativos, culturales y a la formación docente más que a las características del alumnado 

(Ayala de la Peña y De Haro-Rodríguez, 2023; Arranz-Sánchez y Espada-Chavarría, 2025; 

González-Afonso et al., 2026). 

Este cambio conceptual se relaciona también con un enfoque de derechos que entiende la 

inclusión educativa como una exigencia del derecho a la educación en condiciones de 

equidad (Martínez, 2017). No basta con garantizar el acceso al sistema, sino que es necesario 

asegurar condiciones reales de participación y aprendizaje para todo el alumnado (Calderón-

Almendros y Echeita-Sarrionandia, 2022; Buchner et al., 2021). Sin embargo, algunos 

autores advierten que el discurso inclusivo pierde capacidad transformadora cuando no 

cuestiona suficientemente las lógicas capacitistas y las dinámicas de exclusión presentes en la 

escuela (Slee, 2019; García-Barrera, 2023; Vila-Merino et al., 2024). 

Diversos estudios destacan que los sistemas educativos continúan reproduciendo formas 

de exclusión a través del lenguaje, el currículo y las representaciones sociales de la 

discapacidad, favoreciendo procesos de estigmatización que dificultan prácticas 

verdaderamente inclusivas (Vila-Merino et al., 2024). Desde una perspectiva más amplia, se 

insiste en que la inclusión requiere un enfoque de “toda la sociedad”, donde políticas, 

comunidades e instituciones actúen coordinadamente para eliminar barreras estructurales 

(United Nations & UNICEF, 2025). 

Desde la sociología, la inclusión educativa del alumnado con discapacidad puede entenderse 

como un proceso de transformación estructural que afecta al conjunto de la organización social. 
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Simón (2022) sostiene que la discapacidad no debe interpretarse solo como una condición 

individual, sino como el resultado de dinámicas sociales que generan desigualdad y exclusión. 

En esta línea, Goodley (2025) analiza la discapacidad como una construcción social atravesada 

por relaciones de poder, mientras que Titchkosky (2011) destaca el papel de las prácticas 

institucionales en el reconocimiento de los sujetos. Asimismo, Iarskaia-Smirnova et al. (2024) 

subrayan que la inclusión educativa está mediada por factores como el capital social, las redes 

familiares y las percepciones de la comunidad educativa. 

En consecuencia, la inclusión no puede reducirse a medidas técnicas o ajustes parciales, 

sino que exige transformar el sistema educativo en su conjunto, repensando la organización 

escolar, las prácticas docentes y las políticas educativas desde una lógica centrada en el 

derecho de todo el alumnado a aprender y participar en entornos comunes. 

 

2.2. Desarrollo normativo de la inclusión educativa en España 

La evolución conceptual hacia la inclusión ha encontrado un reflejo progresivo en la 

normativa educativa española, aunque este recorrido no ha sido lineal ni exento de 

ambigüedades. Más bien, se trata de un proceso marcado por avances desiguales y por la 

superposición de enfoques distintos, a veces incluso difíciles de conciliar entre sí. Las 

primeras respuestas institucionales se inscribieron en una lógica fundamentalmente 

compensatoria e integradora, en la que el reconocimiento del derecho a la educación 

avanzaba de forma significativa, pero sin poner realmente en cuestión la existencia de 

estructuras diferenciadas dentro del propio sistema. 

Con el desarrollo de las sucesivas reformas educativas, la normativa fue incorporando 

gradualmente referencias a la igualdad de oportunidades, la normalización y la atención a la 

diversidad. Este desplazamiento supuso un paso relevante en el reconocimiento del derecho 

del alumnado con discapacidad a ser escolarizado en entornos ordinarios. Sin embargo, en no 

pocas ocasiones se mantuvo una lógica organizativa en la que convivían, no sin tensión, 

aspiraciones inclusivas y mecanismos de diferenciación ya consolidados (Arnaiz Sánchez, 

2003; Chiner y Cardona, 2013). En este proceso, la influencia de los marcos internacionales 

ha sido decisiva para consolidar el enfoque inclusivo. Distintos informes y documentos de 

referencia han reforzado la idea de que la inclusión educativa forma parte indisociable del 

derecho a la educación, al tiempo que han impulsado la revisión de las políticas educativas en 

esa dirección (United Nations y UNICEF, 2025). En el contexto europeo, diversos estudios 

han puesto de relieve la relación entre la adopción de estos marcos y la reorientación de las 

políticas dirigidas al alumnado con discapacidad (Buchner et al., 2021). 

En las últimas décadas, la normativa española ha incorporado de forma cada vez más 

explícita el lenguaje de la inclusión, junto con referencias a la eliminación de barreras, a la 

provisión de apoyos y a la participación del alumnado en entornos ordinarios. Este desarrollo 

ha contribuido a afianzar, al menos en el plano formal, un modelo orientado a la inclusión. 

Ahora bien, la literatura especializada advierte que ese avance normativo no siempre se ha 

traducido de manera equivalente en las prácticas educativas concretas (Serrano et al., 2025). 

En este punto, la normativa educativa española presenta una ambivalencia difícil de 

ignorar. Por una parte, sitúa la inclusión como principio rector del sistema; por otra, mantiene 

estructuras, categorías y modalidades de escolarización que responden a lógicas anteriores y 

continúan organizando buena parte de la respuesta educativa. Esta coexistencia da cuenta de 

la complejidad que entraña transformar sistemas educativos profundamente sedimentados y 

pone de manifiesto que la inclusión no depende exclusivamente de la modificación de los 

marcos legislativos, sino también de las condiciones en las que estos se concretan en los 

centros escolares (Chiner y Cardona, 2013; Esteve, 2025, Moriña, 2025). 
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A ello se suma que la investigación reciente en el contexto español subraya que las 

barreras para avanzar hacia una inclusión efectiva no se localizan únicamente en el plano 

normativo. También intervienen de manera decisiva factores relacionados con la formación 

del profesorado, la disponibilidad y organización de los apoyos, así como con las culturas 

escolares desde las que se interpreta y se gestiona la diversidad (Pérez-Jorge et al., 2021a; 

Pérez-Jorge et al., 2021b; Yada et al., 2022; Arranz-Sánchez y Espada-Chavarría, 2025; 

Pérez-Vera et al., 2025). Todo ello refuerza una idea ya ampliamente compartida en este 

campo: el desarrollo normativo es una condición necesaria, pero en absoluto suficiente, para 

garantizar procesos inclusivos consistentes. 

En consecuencia, el análisis del desarrollo normativo no puede limitarse a constatar el 

avance formal del enfoque inclusivo. Resulta igualmente necesario atender a las tensiones, 

continuidades y contradicciones que atraviesan este recorrido. Desde esta perspectiva, la 

normativa educativa española muestra una trayectoria de avance indudable, pero también 

incompleta, en la que la inclusión ha ganado centralidad como principio, aunque todavía no 

se haya consolidado plenamente como práctica. 

El estudio adopta deliberadamente una perspectiva estatal, centrada en el análisis de la 

normativa educativa de carácter nacional y en indicadores agregados del sistema educativo 

español. Aunque el desarrollo de las políticas inclusivas presenta particularidades 

autonómicas relevantes, el interés del trabajo se sitúa en identificar las tendencias generales 

que han marcado la evolución del modelo educativo español en las últimas décadas. 

A partir de este planteamiento, el estudio se articula en torno a dos objetivos principales: 

a) analizar la evolución de la normativa educativa española en materia de inclusión desde la 

LOGSE hasta la LOMLOE. 

b) contrastar dicho desarrollo normativo con algunos indicadores oficiales relativos a la 

escolarización del alumnado con necesidades específicas de apoyo educativo. 

Como hipótesis de partida, se plantea que el fortalecimiento progresivo del enfoque 

inclusivo en el plano normativo no ha supuesto una transformación completa de las 

estructuras organizativas y de las dinámicas de diferenciación que continúan presentes en el 

sistema educativo español. 

 

 

3. METODOLOGÍA 

 

3.1. Diseño del estudio 

El estudio se sustenta en el análisis documental de la normativa educativa española 

relativa a la inclusión. Esta opción metodológica resulta especialmente pertinente cuando el 

objeto de estudio se sitúa en el ámbito de las políticas públicas y de los marcos regulatorios, 

ya que permite examinar cómo se formulan, se ordenan y se articulan determinados 

principios en los textos normativos (Bowen, 2009). 

Este análisis documental se complementa con el uso de indicadores educativos y sociales 

provenientes de fuentes oficiales. La incorporación de estos datos responde al interés por 

situar el desarrollo normativo en relación con la evolución observable del sistema educativo. 

No se pretende, por tanto, establecer relaciones causales directas entre ambos planos, sino 

identificar posibles convergencias, desajustes o tensiones entre el discurso normativo y 

algunas de sus expresiones más visibles en la realidad educativa. 

El diseño adoptado se sitúa en línea con trabajos previos en el campo de la educación 

inclusiva, en los que el análisis de políticas educativas se combina con el examen de datos 

institucionales para valorar el alcance efectivo de los procesos de inclusión (Ainscow, 2020). 
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3.2. Definición de la muestra y criterios de selección 

La muestra de análisis está integrada por normativa educativa estatal vinculada a la 

respuesta educativa dirigida al alumnado con discapacidad y, en un sentido más amplio, a la 

atención a la diversidad en el sistema educativo español. Para ello, se han seleccionado las 

principales leyes orgánicas de educación aprobadas desde finales del siglo XX hasta la 

actualidad, junto con los desarrollos normativos que permiten concretar y contextualizar los 

principios recogidos en dichas leyes. 

De forma específica, el análisis se centra en las siguientes disposiciones: Ley Orgánica 

1/1990, de Ordenación General del Sistema Educativo, LOGSE; Ley Orgánica 2/2006, de 

Educación, LOE; Ley Orgánica 8/2013, para la Mejora de la Calidad Educativa, LOMCE; Ley 

Orgánica 3/2020, por la que se modifica la Ley Orgánica 2/2006, de Educación, LOMLOE. 

La selección de estas normas responde a su carácter estructurante, en la medida en que 

establecen los principios, la organización y las orientaciones generales del sistema educativo. 

Su examen permite reconstruir la evolución del tratamiento normativo de la inclusión y apreciar 

los cambios, continuidades y desplazamientos que se han producido a lo largo del tiempo. 

El estudio se circunscribe a la normativa estatal por constituir el marco común de 

referencia para el conjunto del sistema educativo, aun cuando su desarrollo y concreción 

tengan lugar posteriormente en el ámbito autonómico. Esta delimitación permite centrar el 

análisis en el nivel normativo que establece las bases generales sobre las que se articula la 

respuesta educativa. 

La unidad de análisis se sitúa en aquellos fragmentos normativos que hacen referencia a la 

escolarización del alumnado con discapacidad o con necesidades específicas de apoyo 

educativo, a los principios de equidad, inclusión y atención a la diversidad, a la provisión de 

apoyos educativos y a la organización de las distintas modalidades de escolarización. Estos 

elementos se consideran especialmente relevantes para examinar la orientación del sistema 

educativo en relación con la inclusión y para identificar cómo dicha orientación se formula 

en el plano legislativo. 

Conviene precisar que la muestra no se refiere a centros educativos ni a una comunidad 

autónoma específica, sino al conjunto de disposiciones normativas estatales y a indicadores 

oficiales de alcance nacional. Esta delimitación responde al interés por analizar la evolución 

general del modelo inclusivo en España desde una perspectiva estructural y comparada en el 

tiempo. 

 

3.3. Procedimiento de análisis 

El análisis se desarrolló mediante un proceso de análisis de contenido cualitativo, 

entendido como una estrategia que permite interpretar los textos legales a partir de categorías 

analíticas previamente definidas o construidas a lo largo del propio proceso de lectura e 

interpretación (Krippendorff, 2018). 

En una primera fase, se realizó una lectura analítica y sistemática de las leyes con el 

propósito de localizar los elementos especialmente relevantes para el estudio de la inclusión 

educativa en el marco legislativo español. 

A partir de esta revisión, se elaboró un sistema de categorías para orientar el análisis. Estas 

categorías se definieron considerando, por una parte, las aportaciones de la literatura 

especializada y, por otra, los contenidos recurrentes de los propios textos normativos. Entre 

las categorías consideradas destacan la concepción de la inclusión, el tratamiento de la 

discapacidad y de la diversidad, las modalidades de escolarización, el papel atribuido a los 

apoyos educativos y las referencias a las barreras para el aprendizaje y la participación. 
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En una fase posterior, se llevó a cabo la codificación temática de los fragmentos 

normativos seleccionados, agrupándolos según las categorías establecidas. Este 

procedimiento permitió comparar el tratamiento otorgado a la inclusión en las distintas leyes 

analizadas y examinar su evolución a lo largo del tiempo. 

Por último, se realizó una interpretación de los resultados orientada a identificar patrones, 

continuidades y cambios en el desarrollo normativo, así como las tensiones que pueden 

apreciarse entre el discurso inclusivo y determinadas estructuras del propio sistema educativo. 

Este tipo de lectura interpretativa resulta habitual en los estudios sobre políticas educativas, en 

la medida en que permite atender no solo al contenido explícito de las normas, sino también a 

su orientación, sentido y alcance en términos políticos y pedagógicos (Ball, 2015). 

 

3.4. Indicadores utilizados 

El análisis normativo se complementó con el examen de indicadores educativos 

provenientes de fuentes oficiales, con el fin de contrastar el desarrollo formal del enfoque 

inclusivo con algunas tendencias observables en el sistema educativo español. 

De manera específica, se consideraron tres tipos de indicadores: los datos de 

escolarización del alumnado con necesidades específicas de apoyo educativo, con especial 

atención a su distribución entre centros ordinarios y educación especial; la evolución del 

número de estudiantes identificados con necesidades educativas; y algunos indicadores 

generales del sistema educativo, entre ellos el abandono educativo temprano. 

La información utilizada procede principalmente de publicaciones y bases de datos del 

Ministerio de Educación y Formación Profesional (2023, 2024), del Instituto Nacional de 

Estadística (2023, 2024a, 2024b, 2024c) y de Eurostat (2023a, 2023b). La selección de estos 

indicadores responde a su interés para analizar la inclusión educativa desde una perspectiva 

estructural. En particular, la distribución del alumnado entre distintas modalidades de 

escolarización constituye una referencia especialmente significativa para aproximarse al 

modo en que el sistema organiza la respuesta educativa en relación con la diversidad. 

Conviene precisar, no obstante, que estos datos se interpretan con cautela. Su función no 

es establecer relaciones causales entre el desarrollo normativo y determinados resultados 

educativos, sino ofrecer un marco empírico que permita contextualizar el análisis legislativo 

e identificar posibles convergencias, desajustes o tensiones entre el plano formal y el 

funcionamiento efectivo del sistema. 

 

 

4. RESULTADOS 

 

Este apartado organiza los resultados en dos planos complementarios: por un lado, el 

análisis normativo y, por otro, su contraste con indicadores oficiales. El interés no radica en 

ofrecer una mera cronología legislativa ni en presentar una sucesión de datos desagregados, 

sino en examinar, de forma articulada, hasta qué punto el desarrollo formal del enfoque 

inclusivo en España convive con continuidades institucionales que limitan o matizan su 

alcance efectivo. 

 

4.1. Resultados del análisis normativo 

4.1.1. Reconocimiento progresivo del enfoque inclusivo 

La comparación entre la LOGSE, la LOE, la LOMCE y la LOMLOE permite apreciar una 

trayectoria de desplazamiento desde un modelo de orientación integradora hacia una 

formulación cada vez más próxima al paradigma inclusivo. Esta lectura comparada se aprecia 
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con especial claridad al considerar conjuntamente los elementos sintetizados en la Tabla 1.  

 

Tabla 1: Evolución de los aspectos clave del tratamiento normativo de la inclusión educativa 

en España 

Norma 
Enfoque 

dominante 

Tratamiento 

del 

alumnado 

Modalidad de 

escolarización 
Papel de los 

apoyos 
Elementos 

inclusivos 

Elementos de 

continuidad 

segregadora 

LOGSE 
(1990) 

Integración y 
normalización 

Alumnado 
con 

Necesidades 

Educativas 
Especiales 

(NEE), 
temporales o 

permanentes 

Preferencia por 

centro 

ordinario; 
educación 

especial cuando 
el centro 

ordinario no 

pueda atender 

adecuadamente 

Recursos, 

profesorado 

especialista, 
adaptaciones y 

servicios desde 
la detección 

Escolarización 
dentro del 

mismo sistema; 

participación; 
revisión 

periódica del 
régimen de 

escolarización 

Capítulo 

específico de 
educación 

especial; 

mantenimiento 
de unidades o 

centros 
específicos; 

categorización 

por NEE 

LOE 

(2006) 

Equidad, 
atención a la 

diversidad e 

inclusión 

Se amplía el 

marco a 

alumnado con 
necesidad 

específica de 

apoyo 
educativo; las 

NEE pasan a 

integrarse en 
una categoría 

más amplia 

La 

escolarización 
se rige por 

normalización e 

inclusión; 
educación 

especial solo 

cuando el 
centro ordinario 

no pueda 

atender las 
necesidades 

Dotación de 
recursos, 

identificación 

temprana, 
apoyos y 

adaptación 

organizativa 

No 
discriminación, 

igualdad 

efectiva, 
referencia 

explícita a la 

inclusión y al 
máximo 

desarrollo 

posible 

Se mantiene la 

doble vía 
ordinaria y 

educación 

especial; siguen 
operando 

categorías 

administrativas 
diferenciadas 

LOMC
E 

(2013) 

Continuidad del 

marco LOE con 

ampliación 
categorial 

Se amplían 

categorías de 

alumnado que 
requiere 

atención 

diferente a la 
ordinaria 

No modifica la 
estructura 

básica de 

escolarización 
heredada de la 

LOE 

Mantiene la 
obligación de 

asegurar 

recursos y 
medidas 

específicas 

Accesibilidad, 
igualdad de 

oportunidades y 

mantenimiento 
del principio de 

inclusión 

No altera la 

existencia de 

educación 
especial ni la 

lógica 

clasificatoria; el 
sistema sigue 

funcionando 

con respuestas 
diferenciadas 

LOML

OE 

(2020) 

Inclusión como 

derecho y 

horizonte del 

sistema 

Se redefine el 

alumnado con 
NEE en 

términos de 

barreras para 

el acceso, la 

presencia, la 

participación 
o el 

aprendizaje 

Refuerza la red 
ordinaria y 

prevé un plan 

de 10 años para 
dotarla de 

recursos; 

mantiene la 
educación 

especial para 

atención muy 
especializada 

Apoyos, ajustes 
razonables, 

detección 

temprana, 

barreras y 

recursos para 

centros 
ordinarios 

Educación 

inclusiva como 

principio y 
derecho; 

eliminación de 

barreras; 
permanencia en 

el régimen más 

inclusivo 

Persisten 

centros de 

educación 
especial y 

categorías de 

identificación; 

el cambio se 

formula como 

transición, no 
como 

sustitución 

inmediata 

Fuente: Síntesis elaborada a partir de la LOGSE, la LOE, la LOMCE y la LOMLOE. En 

la columna de escolarización, “educación especial” alude a la modalidad diferenciada 

prevista en la normativa. La tabla resume tendencias y no sustituye la lectura de los artículos 

citados en ella. 
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La LOGSE supuso un primer cambio relevante al situar la atención al alumnado con 

necesidades educativas especiales en el marco del sistema educativo general y vincularla con 

los principios de normalización e integración escolar, al tiempo que reconocía la necesidad 

de recursos, adaptaciones y servicios de apoyo. Posteriormente, la LOE amplió este 

planteamiento al incorporar de forma expresa referencias a la inclusión, a la no 

discriminación y a la igualdad efectiva en el acceso y la permanencia, al tiempo que extendía 

el foco al conjunto del alumnado con necesidades específicas de apoyo educativo. 

La LOMCE no modificó de manera sustantiva esta arquitectura general, aunque sí reforzó 

y amplió las categorías administrativas relativas al alumnado que requiere una atención 

educativa diferente de la ordinaria, manteniendo, además, la formulación ya presente en la 

LOE en torno a la normalización, la inclusión y la dotación de recursos. Por su parte, la 

LOMLOE introduce el giro más explícito en el plano discursivo y programático, al reconocer 

la educación inclusiva como un derecho, vincular la respuesta educativa con la eliminación 

de barreras para el acceso, la presencia, la participación y el aprendizaje, e incorporar una 

disposición específica orientada a favorecer la adaptación progresiva de los centros 

ordinarios a las necesidades del alumnado con discapacidad. 

 

4.1.2. Persistencia de estructuras y categorías heredadas 

Ahora bien, este avance en el plano formal no supone la desaparición de continuidades 

estructurales de largo recorrido. En las cuatro normas analizadas se mantiene, con distintos 

matices, la posibilidad de la escolarización en educación especial cuando se considera que las 

necesidades del alumnado no pueden ser atendidas en centros ordinarios. En la LOGSE, la 

educación especial aparece incluso configurada como un capítulo específico, y se contempla 

expresamente la escolarización en unidades o centros específicos cuando la atención en un 

centro ordinario no resulte posible. La LOE conserva esta doble vía y establece que la 

escolarización en unidades o centros de educación especial solo deberá llevarse a cabo 

cuando las necesidades del alumnado no puedan ser atendidas mediante las medidas de 

atención a la diversidad disponibles en los centros ordinarios. 

La LOMLOE desplaza con mayor claridad el énfasis hacia el fortalecimiento de la red 

ordinaria, pero tampoco elimina la educación especial como modalidad diferenciada. Antes 

bien, la disposición adicional cuarta mantiene el apoyo a estos centros para la escolarización 

del alumnado que requiera una atención altamente especializada y les atribuye, además, 

funciones de referencia y apoyo respecto de los centros ordinarios (Jefatura del Estado, 

2020). Junto a ello, persisten categorías administrativas de identificación que, aunque 

cumplen una función relevante en la organización de recursos y apoyos, siguen estructurando 

la respuesta educativa a partir de perfiles diferenciados. 

 

4.1.3. Ambivalencia del modelo 

El principal resultado del análisis normativo apunta, por tanto, a la ambivalencia del 

modelo. La legislación educativa española ha avanzado de forma clara en el reconocimiento 

del derecho a la educación, en la afirmación de la igualdad de oportunidades y en la 

incorporación de la inclusión como principio orientador, junto con la necesidad de apoyos 

desde etapas tempranas. Sin embargo, ese mismo desarrollo mantiene márgenes 

institucionales que permiten respuestas alejadas de una lógica plenamente inclusiva. La 

tensión no se sitúa tanto entre un sistema abiertamente segregador y otro ya plenamente 

transformado, como entre un horizonte inclusivo, cada vez más visible en el plano normativo, 

y una organización escolar que sigue conservando categorías, itinerarios y modalidades 

diferenciadas. 
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4.2. Contraste con indicadores educativos 

Los indicadores seleccionados se presentan de forma sintética con el objetivo de 

identificar tendencias generales coherentes con el análisis normativo previo, evitando una 

descripción excesivamente desagregada de los datos. 

 

4.2.1. Escolarización en centros ordinarios y educación especial 

Los datos oficiales del Ministerio muestran un crecimiento sostenido del alumnado con 

necesidad específica de apoyo educativo en el sistema educativo español durante los últimos 

cursos (ver tabla 2) 

 

Tabla 2. Evolución del alumnado con Necesidades Educativas Especiales (NEE) 

escolarizado en centros ordinarios y en educación especial 

Curso NEE total 
Centros 

ordinarios 
% ordinarios 

Educación 

especial 

% educación 

especial 

2019-2020 221.792 183.725 82.8 38.067 17.2 

2020-2021 227.979 189.072 82.9 38.907 17.1 

2021-2022 245.983 206.098 83.8 39.885 16.2 

2022-2023 262.732 221.211 84.2 41.521 15.8 

2023-2024 292.897 249.494 85.2 43.403 14.8 

Nota. El porcentaje se calcula sobre el total del alumnado con necesidades educativas 

especiales. La categoría “Educación especial” reproduce la estadística oficial del Ministerio e 

incluye alumnado de centros específicos y de unidades específicas de centros ordinarios. 

Fuente: Elaboración propia. 

 

Entre 2019-2020 y 2023-2024, el volumen total de alumnado identificado con NEAE pasó 

de 730.100 a 1.131.816 estudiantes, lo que representa un incremento del 55,0 %. En ese 

mismo periodo, el alumnado con necesidades educativas especiales aumentó de 221.792 a 

292.897, con una variación del 32,1 % (Ministerio de Educación y Formación Profesional, 

2023; Ministerio de Educación, Formación Profesional y Deportes, 2024). 

Si se atiende a la distribución de la escolarización del alumnado con necesidades 

educativas especiales, la tendencia apunta hacia un mayor peso de los centros ordinarios. 

Tomando como referencia la categoría de “Educación Especial” recogida en la estadística 

ministerial, su peso relativo desciende del 17,2 % en 2019-2020 al 14,8 % en 2023-2024. De 

forma paralela, la escolarización en centros ordinarios aumenta del 82,8 % al 85,2 % en el 

mismo intervalo temporal. En términos generales, estos datos resultan compatibles con el 

fortalecimiento progresivo del enfoque inclusivo en los planos normativo y discursivo 

(Figura 1). 

Ahora bien, esta evolución no puede interpretarse de manera lineal ni como una 

transformación ya consolidada. La reducción porcentual de la escolarización en educación 

especial no implica su desaparición como modalidad diferenciada, que continúa teniendo un 

peso relevante en el sistema. De hecho, en el curso 2023-2024 esta opción seguía afectando a 

más de 43.000 estudiantes. Por ello, más que hablar de una sustitución plena de modelos, los 

datos invitan a pensar en un proceso de reconfiguración parcial, en el que el avance de la 

escolarización en entornos ordinarios convive todavía con dispositivos específicos que 

mantienen formas diferenciadas de respuesta educativa. 
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Figura 1. Distribución porcentual del alumnado con necesidades educativas especiales según 

modalidad de escolarización 

 
Fuente: Elaboración propia a partir de las estadísticas oficiales sobre el alumnado con 

necesidad específica de apoyo educativo, correspondientes a los cursos 2019-2020 a 2023-

2024. 

 

4.2.2. Crecimiento de determinadas categorías de identificación 

La expansión observada en la serie no se distribuye de manera homogénea entre todas las 

categorías consideradas. Entre los cursos 2021-2022 y 2023-2024 se aprecia un crecimiento 

especialmente intenso en el alumnado con necesidades educativas especiales, con un aumento 

del 19,1 % en la categoría TEA y TGD, que se incrementa un 33,2 %, en las altas capacidades 

intelectuales, con un 26,6 %, y en la integración tardía en el sistema educativo español, que 

registra el aumento más acusado, con un 83,7 %. Frente a ello, otras categorías presentan una 

evolución más estable, como ocurre con el retraso madurativo o los trastornos del aprendizaje. 

En cualquier caso, estos datos no admiten una lectura simple, ni en términos de mejora ni como 

expresión directa de un empeoramiento del sistema. Más bien parecen remitir a una 

combinación de factores en la que confluyen una mayor identificación del alumnado, cambios 

en los criterios de clasificación estadística y una ampliación de la respuesta institucional ante 

perfiles cada vez más diversos (Ministerio de Educación y Formación Profesional, 2023; 

Ministerio de Educación, Formación Profesional y Deportes, 2024). 

Desde esta perspectiva, el crecimiento del alumnado identificado debe interpretarse con 

prudencia. Por una parte, los datos evidencian una mayor visibilidad administrativa de la 

diversidad presente en el sistema educativo. Por otra parte, muestran también que la 

organización de la respuesta educativa continúa apoyándose en categorías de identificación 

que siguen teniendo un peso importante en la distribución de recursos, apoyos y modalidades 

de atención. Este resultado se enlaza con lo ya observado en el análisis normativo: el avance 

del enfoque inclusivo es innegable, pero aún se produce dentro de una arquitectura 

institucional que mantiene distinciones entre perfiles y circuitos de respuesta diferenciados. 

Tomados en conjunto, los indicadores analizados resultan coherentes con la tesis central 

del estudio. Por una parte, apuntan a una ampliación de la escolarización en centros 

ordinarios y a un incremento del alumnado reconocido en el sistema de apoyos. 
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Tabla 3. Evolución del alumnado identificado por categorías de apoyo educativo 

Categoría 2021-2022 2022-2023 2023-2024 

Variación 2021-

2022 a 2023-2024 

(%) 

NEE total 245.983 262.732 292.897 19.1 

TEA/TGD* 69.002 78.063 91.877 33.2 

Altas capacidades 46.238 51.396 58.540 26.6 

Trastornos del 

aprendizaje 
230.007 218.304 232.693 1.2 

Integración tardía 13.178 19.368 24.202 83.7 

Retraso madurativo 25.765 26.750 26.098 1.3 

Nota. TEA/TGD*: en 2021-2022, la estadística utiliza la categoría “trastornos del espectro 

del autismo (incluye otros trastornos generalizados del desarrollo)”; en 2022-2023 y 2023-

2024, ya aparece como categoría específica de TEA. La comparación es útil como 

aproximación, pero debe interpretarse con cautela 

Fuente: Elaboración propia. 

 

Por otra parte, ponen de relieve que la educación especial continúa ocupando un lugar 

relevante y que la respuesta educativa sigue articulándose, en buena medida, a través de 

categorías de identificación. No se trata, por tanto, de una ausencia de cambio, sino de una 

transformación parcial, sostenida pero todavía incompleta, en la que el avance de la inclusión 

en el plano formal convive con la persistencia de estructuras diferenciadas. 

En conjunto, los datos analizados permiten identificar una tendencia general hacia una 

mayor presencia del alumnado en contextos ordinarios y una ampliación del reconocimiento 

institucional de la diversidad, aunque sin evidenciar todavía una transformación plenamente 

consolidada de las estructuras diferenciadas del sistema educativo. 

 

4.3. Indicadores sociales complementarios 

Los indicadores sociales y laborales se incorporan con el fin de contextualizar. No 

permiten establecer relaciones causales directas. Su utilidad radica en situar el análisis en un 

marco más amplio de desigualdades estructurales que condicionan el alcance de la inclusión 

educativa. 

En este sentido, los datos muestran una mejora moderada en algunos indicadores 

generales. El abandono educativo temprano descendió del 13,6 % en 2023 al 13,0 % en 

2024, manteniéndose una brecha por sexo (15,8 % en hombres frente a 10,0 % en mujeres). 

Asimismo, la tasa AROPE pasó del 26,5 % al 25,8 %, lo que indica una reducción limitada, 

aunque persistente, de la vulnerabilidad social. 

En el ámbito laboral, los datos muestran que, a pesar de los avances, persisten importantes 

desigualdades en la participación de las personas con discapacidad (Instituto Nacional de 

Estadística, 2024a). En 2024, la tasa de actividad se situó en el 35,4 %, frente al 78,5 % de la 

población sin discapacidad. La tasa de empleo alcanzó el 28,9 %, frente al 69,7 % de la 

población general, mientras que la tasa de paro fue del 18,5 %, superior al 11,2 % registrado 

en la población sin discapacidad. 
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Figura 2. Indicadores complementarios de vulnerabilidad educativa y social en España, 2023-

2024 

 
Nota. La figura reúne dos indicadores de naturalezas distintas, por lo que su lectura debe 

ser únicamente contextual. AROPE: población en riesgo de pobreza o exclusión social. 

Abandono educativo temprano: población de 18 a 24 años que no ha completado la segunda 

etapa de secundaria y no sigue ningún tipo de formación. 

Fuente: Eurostat, 2023b; Instituto Nacional de Estadística (2024b). 

 

Estas diferencias evidencian la persistencia de una brecha estructural en el acceso y la 

estabilidad en el empleo, que no se distribuye de manera homogénea dentro del colectivo. Tal 

como muestran los datos disponibles, existen variaciones significativas según el tipo de 

discapacidad, con tasas de actividad cercanas al 61 % en discapacidades auditivas y 

considerablemente más bajas, entre el 19 % y el 34 %, en discapacidades de carácter mental o 

psicosocial (Instituto Nacional de Estadística, 2024a; Instituto Nacional de Estadística, 2024b). 

Asimismo, aunque la tasa de empleo de las personas con discapacidad ha experimentado 

una mejora sostenida en la última década, con un incremento aproximado del 5,9 % entre 

2015 y 2023, y el desempleo se ha reducido en torno al 40 %, estos avances no han sido 

suficientes para cerrar la brecha existente respecto a la población sin discapacidad. 

En términos de condiciones de vida, el riesgo de pobreza entre las personas con 

discapacidad suele superar el 30 %, por encima de la media nacional. Este dato refleja la 

estrecha interrelación entre empleo, ingresos y vulnerabilidad social, y pone de relieve cómo 

las trayectorias educativas y laborales limitadas tienden a reforzar procesos de exclusión. 

En conjunto, estos indicadores muestran que la inclusión educativa se desarrolla en un 

contexto de desigualdades estructurales persistentes. En este trabajo, su función es 

deliberadamente secundaria y contextual, contribuyendo a enmarcar los resultados 

educativos en una perspectiva más amplia de inclusión social. 

 

 

5. DISCUSIÓN 

 

El análisis realizado permite sostener que la evolución normativa de la inclusión educativa 

en España ha sido significativa, aunque no haya dado lugar a una transformación homogénea 



                        La inclusión educativa en España: evolución normativa y límites de su implementación 

 

 
 BARATARIA. Revista Castellano-Manchega de Ciencias Sociales, Nº 39, pp. 37-57, 2026, ISSN: 1575-0825; e-ISSN: 2172-3184 

51 

del sistema. El recorrido que va de la LOGSE a la LOMLOE muestra con claridad un 

desplazamiento desde formulaciones más próximas a la integración y a la atención específica 

hacia un lenguaje progresivamente alineado con el paradigma inclusivo, en el que adquieren 

mayor presencia las referencias al derecho a la educación, a la equidad, a los apoyos y a la 

participación en entornos ordinarios. Ahora bien, este avance en el plano legislativo convive 

con la continuidad de categorías, dispositivos y modalidades de escolarización que no 

responden plenamente a una lógica inclusiva. Los resultados no permiten interpretar la 

evolución del sistema únicamente en términos de avance o estancamiento. Más bien 

muestran un proceso de transición todavía incompleto, en el que el discurso de la inclusión 

convive con estructuras y dinámicas heredadas de modelos anteriores. En este proceso, el 

sistema incorpora progresivamente el discurso de la inclusión sin transformar por completo 

las estructuras que históricamente han organizado la diferencia (Nilholm, 2021). 

Esta interpretación resulta coherente con el marco teórico del estudio. Como se ha 

señalado, la inclusión no puede reducirse al acceso al sistema ordinario, sino que remite a 

condiciones efectivas de participación, aprendizaje y reconocimiento en un marco de equidad 

(Ainscow et al., 2006). Desde esta perspectiva, el refuerzo progresivo del lenguaje inclusivo 

en la normativa española representa, sin duda, un avance relevante, pero no agota el 

problema. El análisis comparado de las leyes muestra que la inclusión ha ganado legitimidad 

jurídica y discursiva, especialmente en los desarrollos más recientes, aunque persiste una 

forma de regulación que sigue dejando abierto el recurso a respuestas diferenciadas. En ese 

sentido, el principal alcance de este avance normativo no radica en haber materializado la 

inclusión, sino en haber consolidado este principio como horizonte político y jurídico del 

sistema educativo. 

Los resultados del análisis normativo apuntan, además, a una ambivalencia de fondo que 

conviene subrayar. Por una parte, la legislación refuerza la escolarización en centros 

ordinarios, reconoce el valor de los apoyos y afirma la necesidad de responder a la diversidad 

del alumnado en el marco del sistema común. Por otra parte, mantiene la educación especial 

como modalidad diferenciada y conserva categorías administrativas que siguen organizando 

la respuesta educativa a partir de perfiles específicos. Esta coexistencia sugiere que el sistema 

continúa funcionando mediante lógicas híbridas, en las que conviven elementos propios del 

paradigma inclusivo con otros claramente vinculados a modelos anteriores. Esta continuidad 

no se limita al plano discursivo. También afecta a la forma en que se organiza la respuesta 

educativa, se distribuyen los apoyos y se legitiman determinadas trayectorias escolares. En 

este punto, los resultados coinciden con la literatura que ha mostrado cómo numerosos 

sistemas educativos avanzan hacia la inclusión sin renunciar por completo a sus mecanismos 

de diferenciación interna (Slee, 2019; Buchner et al., 2021). 

El contraste con los indicadores educativos refuerza esta interpretación. El aumento del 

alumnado con necesidades específicas de apoyo educativo escolarizado en centros ordinarios 

refleja una evolución compatible con el desarrollo formal del enfoque inclusivo y constituye 

un avance relevante del sistema. Sin embargo, la persistencia de la escolarización 

diferenciada y de circuitos específicos indica que este cambio no ha supuesto una 

reorganización plena de la estructura escolar. Los datos muestran, más bien, una ampliación 

progresiva de la escolarización en contextos ordinarios sin la desaparición de los dispositivos 

diferenciados. 

Algo similar ocurre con el crecimiento de determinadas categorías de identificación. Este 

incremento puede interpretarse como una mayor capacidad institucional para detectar 

necesidades antes menos visibles, pero también como señal de la continuidad de una lógica 

clasificatoria que organiza la respuesta educativa mediante categorías diferenciadas. Por ello, 
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los datos no permiten concluir automáticamente que exista una mayor inclusión por el simple 

aumento del alumnado identificado, aunque tampoco autorizan una lectura exclusivamente 

negativa. Lo que evidencian es que el sistema amplía el reconocimiento administrativo de la 

diversidad mientras sigue apoyándose en mecanismos de categorización que pueden reforzar 

dinámicas de diferenciación. Esta tensión entre reconocimiento y clasificación constituye uno 

de los ejes centrales del análisis. 

La cuestión de fondo no es solo normativa, sino también estructural. La distancia entre el 

reconocimiento formal de la inclusión y su aplicación efectiva remite a factores como la 

organización de los apoyos, la distribución de recursos, la formación docente, las culturas 

escolares y las expectativas sobre quién puede aprender y participar en el aula ordinaria 

(Goodley, 2025; Iarskaia-Smirnova et al., 2024). La literatura revisada subraya que muchas 

barreras a la inclusión no derivan únicamente de carencias legislativas, sino de cómo las 

políticas se implementan en los contextos escolares reales (Abellán Rubio et al., 2022; Ayala 

de la Peña y De Haro-Rodríguez, 2023; Arranz-Sánchez y Espada-Chavarría, 2025). Los 

resultados del estudio apuntan en esa misma dirección: el problema no parece ser la ausencia 

de un marco normativo favorable, sino la dificultad para transformar de forma sostenida las 

condiciones organizativas y culturales necesarias para una inclusión efectiva (Simón, 2022). 

En este sentido, una de las aportaciones del artículo es relacionar dos dimensiones que 

suelen analizarse por separado: el desarrollo normativo y la evolución de determinados 

indicadores educativos. Esta lectura conjunta permite matizar dos interpretaciones 

simplificadoras: que una normativa más inclusiva produzca por sí sola cambios reales, o que 

la persistencia de modalidades diferenciadas invalide cualquier avance. Los resultados no 

respaldan ninguna de estas posiciones. Más bien muestran un escenario complejo en el que la 

inclusión ha avanzado como principio jurídico y orientación política, mientras que su 

traducción institucional sigue siendo parcial, desigual y, en algunos aspectos, contradictoria. 

Desde el enfoque de las políticas educativas, los resultados sugieren la necesidad de 

avanzar hacia modelos de apoyo más integrados en los contextos ordinarios, reforzando la 

coordinación entre profesionales, la formación docente en educación inclusiva y la 

disponibilidad de recursos estables en los centros educativos. De la misma forma, los 

hallazgos destacan la importancia de revisar las dinámicas organizativas que continúan 

favoreciendo respuestas diferenciadas para parte del alumnado. En términos prácticos, esto 

supone fortalecer culturas escolares inclusivas capaces de situar la participación y el 

aprendizaje compartido en el centro de la respuesta educativa. 

Desde una perspectiva socioeducativa, ello obliga a entender la inclusión no como una 

meta ya alcanzada, sino como un proceso de reestructuración todavía abierto. Obliga también 

a desplazar la atención de la mera proclamación del derecho a las condiciones concretas que 

permiten ejercerlo. En otras palabras, el reto no consiste únicamente en sostener un lenguaje 

normativo inclusivo, sino en revisar aquellas formas de organización escolar que continúan 

produciendo diferenciación incluso dentro de sistemas que se presentan a sí mismos como 

inclusivos. La principal tensión que pone de relieve este estudio se sitúa precisamente ahí, en 

la distancia entre una inclusión cada vez más afirmada en el plano jurídico y otra que sigue 

mostrando un desarrollo incompleto en el funcionamiento efectivo del sistema educativo. 

 

 

6. LIMITACIONES DEL ESTUDIO 

 

Este trabajo presenta algunas limitaciones que es necesario señalar. En primer lugar, el 

análisis se centra en la normativa y en datos agregados, lo que impide examinar directamente 



                        La inclusión educativa en España: evolución normativa y límites de su implementación 

 

 
 BARATARIA. Revista Castellano-Manchega de Ciencias Sociales, Nº 39, pp. 37-57, 2026, ISSN: 1575-0825; e-ISSN: 2172-3184 

53 

las prácticas educativas que se desarrollan en los centros. En consecuencia, no permite 

valorar de inmediato cómo se concretan las políticas inclusivas en la actividad cotidiana del 

aula ni en los procesos reales de escolarización. 

En segundo lugar, los indicadores seleccionados no recogen por sí solos toda la 

complejidad que acompaña a la inclusión educativa. La presencia del alumnado en centros 

ordinarios, por ejemplo, no garantiza automáticamente procesos inclusivos en términos de 

participación, aprendizaje o reconocimiento, tal como advierte reiteradamente la literatura 

especializada (Florian y Black-Hawkins, 2011). 

Por último, debe tenerse en cuenta la distancia entre las categorías analíticas empleadas en 

este estudio y las utilizadas en las estadísticas oficiales. Esta discrepancia obliga a interpretar 

los datos con prudencia y a evitar conclusiones que excedan las posibilidades reales de la 

información disponible. 

A pesar de estas limitaciones, la combinación de análisis documental e indicadores 

oficiales permite ofrecer una aproximación relevante al estudio de la inclusión educativa, al 

relacionar el desarrollo normativo con algunas de sus manifestaciones más visibles en el 

sistema educativo. 

Asimismo, futuras investigaciones podrían profundizar en análisis comparativos entre 

comunidades autónomas o en estudios centrados en contextos escolares concretos. Este tipo de 

aproximaciones permitiría examinar con mayor detalle las diferencias territoriales existentes en 

la implementación de las políticas inclusivas y en la organización de los apoyos educativos. 

 

 

7. CONCLUSIONES 

 

Este trabajo se planteó como objetivo analizar en qué medida la evolución de la normativa 

educativa española en materia de inclusión se ha correspondido con una transformación 

efectiva del sistema educativo. A partir del análisis documental de la legislación estatal y de 

su contraste con indicadores educativos oficiales, los resultados permiten afirmar que se ha 

producido un avance claro en el reconocimiento formal de la inclusión, aunque dicho avance 

no ha venido acompañado de una superación plena de las dinámicas de diferenciación que 

siguen presentes en la organización del sistema. 

Una primera conclusión apunta a que la normativa educativa española ha incorporado 

progresivamente los principios de la educación inclusiva. El recorrido que va de la LOGSE a 

la LOMLOE muestra una consolidación creciente del lenguaje de los derechos, la equidad, 

los apoyos y la participación en entornos ordinarios. La inclusión ha dejado de ocupar una 

posición periférica en el discurso legislativo y ha adquirido una legitimidad jurídica y política 

mucho más sólida. 

Al mismo tiempo, este avance en el plano formal no ha supuesto una superación plena de 

las estructuras y lógicas de diferenciación que históricamente han configurado la respuesta 

educativa. La continuidad de modalidades diferenciadas de escolarización, junto con la 

persistencia de categorías administrativas que ordenan los apoyos y las trayectorias en 

función de perfiles específicos, pone de relieve que la transformación del sistema sigue 

siendo parcial. Los datos de escolarización apuntan, ciertamente, a un aumento de la 

presencia del alumnado en centros ordinarios, pero también muestran la permanencia de 

circuitos diferenciados que obligan a matizar el alcance real de ese desplazamiento. 

Los resultados también ponen de relieve la persistencia de una distancia significativa entre 

el reconocimiento normativo de la inclusión y su desarrollo efectivo en la práctica educativa. 

Esta distancia obliga a entender la inclusión no como una realidad ya alcanzada, sino como 
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un proceso institucional todavía inacabado. La existencia de un marco legal más inclusivo 

constituye, sin duda, una condición necesaria, pero no suficiente. Su efectividad depende de 

factores organizativos, culturales y materiales que inciden directamente en la vida cotidiana 

de los centros, entre ellos los modelos de apoyo, la formación del profesorado, la 

disponibilidad de recursos y la capacidad del propio sistema para revisar las barreras que 

genera o mantiene. 

De estas conclusiones se derivan algunas implicaciones relevantes. En relación con las 

políticas educativas, los resultados apuntan a la necesidad de acompañar el desarrollo 

normativo con medidas orientadas a transformar la organización escolar, fortalecer los 

apoyos en contextos ordinarios y consolidar modelos de intervención más eficaces. Los 

hallazgos resaltan la importancia de promover la formación docente, la coordinación 

interdisciplinar y el desarrollo de culturas escolares inclusivas que favorezcan la 

participación efectiva de todo el alumnado. 

En el ámbito de la investigación, se sugiere profundizar en estudios que articulen el 

análisis de las políticas con el examen de las prácticas concretas desarrolladas en los centros. 

Al mismo tiempo, conviene señalar los límites del presente trabajo: el estudio se apoya en la 

normativa y en indicadores agregados, por lo que no permite captar de forma directa la 

experiencia cotidiana de la inclusión ni recoger toda la complejidad que acompaña a los 

procesos de participación y aprendizaje. La consolidación de la inclusión como principio 

jurídico no garantiza, por sí sola, la transformación de las estructuras escolares que continúan 

produciendo diferenciación dentro del sistema educativo. 
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